
FASCÍCULO SEGUNDO

BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
AÑO CCCXLV • VIERNES 4 DE NOVIEMBRE DE 2005 • NÚMERO 264

MINISTERIO
DE LA PRESIDENCIA

 18212 RESOLUCIÓN de 10 de octubre de 2005, del Instituto Cer-
vantes, por la que se dispone la publicación del resumen 
de las cuentas anuales del organismo correspondientes al 
año 2004.

La Orden del Ministerio de Hacienda, EHA/777/2005, de 21 de marzo 
(Boletín Oficial del Estado del 31), por la que se regula el procedimiento 
de obtención, formulación, aprobación y rendición de las cuentas anuales 
para las entidades estatales de derecho público a las que sea de aplicación 
la Instrucción de Contabilidad para la Administración Institucional del 
Estado, establece en su apartado tercero que, al objeto de que todos los 
posibles destinatarios de la información contable puedan disponer de 
datos sobre la actividad desarrollada por dichas entidades, éstas deberán 
publicar en el Boletín Oficial del Estado, en el plazo de un mes, contado 
desde la fecha en que la Intervención General de la Administración del 
Estado presente las respectivas cuentas anuales ante el Tribunal de Cuen-
tas, la información contenida en el resumen de las mismas.

La Intervención General de la Administración del Estado, mediante 
escrito de fecha 4 de octubre de 2005, ha comunicado a este Organismo la 
presentación de sus Cuentas Anuales ante el Tribunal de Cuentas con 
fecha 30 de septiembre de 2005.

Por ello, de conformidad con lo establecido, se dispone la publicación 
del resumen de las cuentas anuales aprobadas de este organismo corres-
pondientes al ejercicio 2004.

Madrid, 10 de octubre de 2005.–El Director, César Antonio Molina 
Sánchez. 
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 MEMORIA

1. Organización

El Instituto Cervantes fue creado por la Ley 7/1991, de 21 de marzo, 
con la finalidad de promover universalmente la enseñanza, el estudio y el 
uso del español y contribuir a la difusión de la cultura en el exterior en 
coordinación con los demás órganos competentes de la Administración 
del Estado.

El Instituto Cervantes es definido por su norma constitutiva, como un 
Ente de Derecho Público, de los incluidos en el artículo 6.5 del Texto 
Refundido de la Ley General Presupuestaria, adscrito al Ministerio de 
Asuntos Exteriores, sin ánimo de lucro, con personalidad jurídica propia 
y capacidad de obrar para el cumplimiento de sus fines, que ajusta sus 
actividades al ordenamiento jurídico privado.

Posteriormente, la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Fun-
cionamiento de la Administración General del Estado, que clasifica los 
Organismos Públicos en Organismos Autónomos y en Entidades Públicas 
Empresariales, establece en su Disposición adicional novena, que el Insti-
tuto Cervantes continuará rigiéndose por su legislación específica, por las 
disposiciones de la Ley General Presupuestaria que les sean de aplicación 
y, supletoriamente, por aquella Ley.

Por su parte, la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuesta-
ria, en su Disposición adicional decimotercera, establece que el Instituto 
Cervantes conservará el régimen presupuestario, económico-financiero, 
de contabilidad y control, establecido por su ley reguladora.

De allí que, a pesar de las modificaciones introducidas en dichas leyes, 
no se ha alterado el mencionado régimen por el que viene rigiéndose el 
Instituto Cervantes.

Los órganos rectores del Instituto Cervantes son el Patronato, el Con-
sejo de Administración y el Director.

La constitución del Patronato está regulada por el Real Decre-
to 971/1992, de 21 de julio, que atribuye la presidencia de honor a S.M. el 
Rey. Corresponde al Patronato conocer los planes generales de activida-
des del Instituto y la memoria anual del mismo, proponer las prioridades 
de su actuación y cuantas iniciativas puedan contribuir al mejor funciona-
miento del Instituto y al cumplimiento de sus fines.

En cuanto al Consejo de Administración, que está presidido por la 
Secretaria de Estado para la Cooperación Internacional, sus principales 
funciones son: aprobar los planes generales de actividades del Instituto, 
así como los programas de ayudas y los criterios para su otorgamiento; 
aprobar el Anteproyecto de Presupuesto del Instituto y la memoria anual 
del mismo; fijar los criterios básicos para la firma de convenios y protoco-
los, e informar la propuesta de nombramiento del Director y del Secreta-
rio General.

Por último, el Director será nombrado por el Consejo de Ministros, por 
iniciativa del Ministro de Educación y Ciencia, a propuesta conjunta de 
los Ministros de Asuntos Exteriores y Cooperación, de Educación y Cien-
cia y de Cultura. Entre sus funciones básicas está la dirección del Insti-
tuto y su personal; la propuesta y ejecución de los planes generales de 
actuación del Instituto y de los acuerdos del Consejo de Administración; 
la representación de la entidad y la dirección de sus relaciones externas; 
la contratación en nombre de la entidad, así como la ordenación de los 
pagos y la disposición de gastos y la concesión de ayudas y subvenciones 
que corresponda otorgar al Instituto.

Para el desarrollo de sus funciones, el Instituto se estructura en una 
Sede Central y en diversos centros ubicados en el exterior.

Desarrollo de los principios contables

a) Inmovilizado material.

Los bienes comprendidos en el inmovilizado material se valoran al 
precio de adquisición.

Se incorpora al valor del inmovilizado correspondiente el importe de 
las inversiones adicionales o complementarias que se realizan.

El precio de adquisición incluye, además del importe facturado por el 
vendedor, todos los gastos que se produzcan hasta el momento en que el 
bien de que se trate se encuentre en condiciones de funcionamiento. Los 
impuestos indirectos, dado que no tiene el carácter de recuperables direc-
tamente por la Hacienda Pública, se incluyen igualmente en el precio de 
adquisición.

En 1999, se procedió a tasar los edificios recibidos en adscripción y se 
activaron por dicho valor. Se empezaron a amortizar en dicho año, al 2%, 
al igual que se viene haciendo con el resto de edificios.
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El valor de los terrenos se ha desglosado del de los edificios y no se 
amortizan. Dicho valor procede de dos fuentes:

Tasaciones efectuadas en 1999 (edificios de Atenas, Toulouse y Túnez).
Estimación (resto de inmuebles) efectuada en el ejercicio 2002. Se ha 

estimado dicho valor como el 33% del valor total del inmueble.

Para los edificios adquiridos con posterioridad al 2002 se ha solicitado 
en todos los casos la correspondiente tasación.

Las inversiones realizadas en edificios que no son propiedad del Insti-
tuto Cervantes, son contabilizadas como gastos de mantenimiento, si bien 
se imputan presupuestariamente al capítulo 6 de Inversiones reales.

b) Derechos a cobrar no presupuestarios.

Se registran por el importe entregado.

c) Deudas y demás obligaciones no presupuestarias.

Figuran en el balance por su valor de reembolso.

d) Derechos a cobrar presupuestarios y obligaciones presupues-
tarias.

Los derechos a cobrar presupuestarios figuran por el importe a perci-
bir por la contraprestación, la venta o los servicios efectuados, sin incluir 
los impuestos legalmente repercutibles, que, en su caso, figurarían en 
otras cuentas específicas.

Las obligaciones presupuestarias figurarán por el importe a satisfacer. 
Dicho valor, que se considera como la cantidad a pagar en el momento de 
su vencimiento, estará formado por el principal de la deuda más, en su 
caso, las retribuciones implícitas que se pudieran haber pactado en la 
financiación de la operación. El Instituto Cervantes, no obstante, no ha 
pactado, desde su creación, ningún tipo de financiación con terceros.

e) Diferencias de cambio en moneda extranjera.

La conversión en moneda nacional de los bienes de inversión se hace 
aplicando, como norma general, al precio de adquisición el tipo de cam-
bio vigente en la fecha en que los bienes se hubiesen incorporado al patri-
monio. Si la adquisición se realiza en moneda extranjera desde España, el 
tipo de cambio empleado será el que haya aplicado directamente el 
Banco, reflejándose así el coste real en Euros.

La conversión en moneda nacional de los saldos de tesorería, créditos 
y débitos se hace aplicando el tipo de cambio de 1 de enero del ejercicio 
en curso. Al cierre del ejercicio figuran en el balance al tipo de cambio
de 31 de diciembre.

Las operaciones de ingresos y gastos que se realizan en moneda 
extranjera se convierten a pesetas al tipo de cambio vigente a 1 de enero 
del ejercicio. Al cierre del ejercicio, figuran en la cuenta de resultados al 
tipo de cambio medio anual. Las diferencias de cambio positivas o negati-
vas, se cargan o abonan, respectivamente al resultado del ejercicio.

f) Impuestos sobre el valor añadido.

El importe soportado no deducible forma parte del precio de adquisi-
ción de los bienes de inversión o del circulante, así como los servicios, 
que sean objeto de las operaciones gravadas por el impuesto 

MINISTERIO DE JUSTICIA
 18213 RESOLUCIÓN de 19 de septiembre de 2005, de la Direc-

ción General de los Registros y del Notariado, en el recurso 
gubernativo interpuesto por don Nazario Mario Santana 
Benítez frente a la negativa del Registrador de la Propie-
dad de Puerto del Rosario número 1 a la inscripción de 
una compraventa.

En el recurso gubernativo interpuesto por el letrado don Nazario 
Mario Santana Benítez frente a la negativa del Registrador de la Propie-
dad de Puerto del Rosario número 1 don José Manuel Muñoz Roncero a la 
inscripción de una compraventa.

Hechos

I

Mediante escritura de segregación y compraventa formalizada el 22 de 
septiembre de 1971 ante Notario, se segrega una parcela de 30 metros 
cuadrados y luego se vende a don Gumersindo Santana Benítez.

La compareciente como vendedora interviene como mandataria ver-
bal de su hijo y de la esposa de éste sin acreditar la representación.

II

Presentados la referida escritura solicitando la inscripción en el Regis-
tro de Puerto del Rosario número 1 fue calificada con la siguiente nota: 
Previo examen y calificación del precedente documento autorizado el 
veintidós de Septiembre de mil novecientos setenta y uno, por el Notario 
que fue de este Puerto, don Enrique Giner Albalate, con el número 485 de 
su protocolo, presentado bajo el asiento 729 del diario 57, el Registrador 
que suscribe suspende la inscripción por los defectos que constan al final 
de la presente nota. Hechos: Se presenta la escritura antes citada, por
la cual don Pedro S. B. y doña Dolores S. H. representados por doña 
Josefa B. C., como mandatario verbal de los mismos sin acreditar la repre-
sentación segregan y venden a don Gumersindo S. B., una parcela de 
treinta metros cuadrados en Puerto del Rosario. Fundamentos de dere-
cho: 1) Según el Decreto Legislativo 1/2000, de 8 de mayo, por el que se 
aprueba el texto refundido de las Leyes de Ordenación del Territorio de 
Canarias y de Espacios Naturales de Canarias: Artículo 82 en su punto 2: 
Los Notarios y Registradores de la Propiedad exigirán, para autorizar e 
inscribir, respectivamente, escrituras de división de terrenos, que se acre-
dite el otorgamiento de la licencia o la declaración municipal de su innece-
sariedad, que los primeros deberán testimoniar en el documento. Artículo 166, 
en su punto 1: Actos sujetos a licencia urbanística: 1. Están sujetos a 
previa licencia urbanística, sin perjuicio de las demás autorizaciones que 
sean procedentes con arreglo a la legislación sectorial aplicable, los actos 
de construcción y edificación y de uso del suelo, y en particular los siguien-
tes: a)  Las parcelaciones, segregaciones, modificaciones o cualesquiera 
otros actos de división de fincas o predios en cualquier clase de suelo, no 
incluidas en proyectos de compensación o reparcelación. 2) Artículo 78 
del Real Decreto 1093/1997, de 4 de julio, por el que se aprueban las nor-
mas complementarias del Reglamento para la ejecución de la Ley Hipote-
caria sobre inscripción en el Registro de la Propiedad de Actos de Natura-
leza Urbanística «Los registradores de la Propiedad exigirán para inscribir 
la división o segregación de terrenos, que se acredite el otorgamiento de 
la licencia que estuviese prevista por la legislación urbanística aplicable, 
o la declaración municipal de su innecesariedad que deberá testimoniarse 
literalmente en el documento. 3) El artículo 1.259 del Código Civil dice 
«Ninguno puede contratar a nombre de otro sin estar por este autorizado 
o sin que tenga por la Ley su representación legal». En base a los referidos 
Hechos y Fundamentos de Derecho, se suspende la inscripción, por los 
siguientes defectos subsanables: 1) No se aparta la licencia municipal 
de segregación, tal y como requiere el apartado a) punto 1, del artículo 
166 Decreto Legislativo 1/2000, de 8 de mayo, y artículo 78 del Real 
Decreto 1093/1997, de 4 de julio. 2) No se acompaña la ratificación de la 
presente escritura por parte de los cónyuges don Pedro S. B. y doña Dolo-
res S. H., de conformidad con lo dispuesto en el artículo 1.259 del Código 
Civil. No se toma anotación de suspensión, por no haber sido solicitada. 
La presente calificación negativa determina la prórroga del asiento de 
presentación que señala el artículo 323.1 de la Ley Hipotecaria. De confor-
midad con lo dispuesto en el artículo 324 de la Ley Hipotecaria, contra la 
anterior calificación, podrá recurrirse gubernativamente, dentro del plazo 
de un mes, a contar desde la fecha en que se haya recibido la notificación 
de esta calificación negativa, por medio de escrito/recurso ante la Direc-
ción General del Registro y del Notariado. Este escrito de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 327 de la Ley Hipotecaria, podrá presen-
tarse bien en el propio Registro Calificador, bien en los Registros y oficinas 
previstas en el artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régi-
men Jurídico de las administraciones públicas y del procedimiento admi-
nistrativo común, bien en cualquier otro Registro de la Propiedad, 
debiendo acompañar en todos los casos el título objeto de la calificación 
en original o por testimonio y una copia de la calificación efectuada. De 
conformidad con los artículos 19 bis y 275 bis de la Ley Hipotecaria, se 
podrá instar en el plazo de quince días a contar desde la recepción de esta 
nota, la calificación del título por el Registrador sustituto que corres-
ponda, según el cuadro de sustituciones establecido al efecto, este cuadro 
le será facilitado por este Registro en caso de solicitar dicha calificación. 
Puerto del Rosario, a 26 de octubre de 2004. El Registrador. Fdo. José 
Manuel Muñoz Roncero.

III

Don Nazario Mario Santana Benítez interpuso recurso gubernativo 
contra la nota de calificación con apoyo en los siguientes argumentos: 
Que se trata de un error exigir la representación de la compareciente por 
cuanto el representado es su hijo.


